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   EXP. Apel. auto.  66001-31-03-002-2014-00198-02                                 
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LIQUIDACIÓN DE COSTAS / NORMATIVIDAD APLICABLE: ACUERDO 1887 DE 2203 / ESTIMACIÓN DE LAS AGENCIAS EN DERECHO / CRITERIOS PARA FIJARLAS / APLICACIÓN “INVERSAMENTE PROPORCIONAL” DEL PORCENTAJE / CASOS EN QUE APLICA.
Desde la vigencia del Código de Procedimiento Civil,  criterio que hoy se mantiene, se estableció que la valoración para la fijación de las agencias en derecho, le compete al juzgador, bajo los lineamientos de las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura.

En tal dirección, la Sala Administrativa de dicha entidad, indica en su Acuerdo 1887 de 2003 las tarifas a aplicarse y como criterios señala, artículo 3º ”El funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en este acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones.” (…)
… entre los criterios para determinar las agencias en derecho, en relación con la cuantía de las pretensiones, cuando la aplicación de las tarifas del Consejo Superior de la Judicatura, debe ser en porcentaje, deberá hacerse en forma “inversamente proporcional”, significando, como lo explico recientemente el Consejo de Estado, aunque no es Tribunal de cierre de esta especialidad, constituye criterio auxiliar “que a mayor valor de la pretensión se debe reducir el porcentaje de la tarifa aplicable, lo cual tiene su razón de ser en el valor absoluto de la gestión, puesto que, en cierta medida, la gestión del apoderado no se incrementa por razón de la cuantía, o desde otra perspectiva, hay una gestión mínima que debe cumplirse, con independencia de lo pequeña que sea la cuantía.”
… aplicadas las tarifas en forma inversamente proporcional al valor de las pretensiones, la suma de $15.346.527.oo no alcanza a ser suficiente para retribuir las circunstancias concretas del asunto de la referencia; por demás que, no puede olvidarse que las agencias en derecho son una justa compensación del perjuicio causado a quien contra su voluntad se vio compelido a afrontar o a promover un proceso a fin de defender sus intereses, luego, no puede concebirse como un enriquecimiento injustificado al lado de quien resultó victorioso, por lo que a juicio del esta Magistratura, se fijará aproximadamente el 1% de las cantidades reclamadas en el escrito de demanda, que corresponde a $30.693.054.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia

Magistrado: EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, treinta y uno (31) de octubre de 2018
Expediente: 66001-31-03-002-2014-00198-02
___________________________________________

I. ASUNTO
Se decide el recurso de apelación formulado al auto de 21 de noviembre de 2018, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, dentro del proceso de responsabilidad civil extracontractual, promovido por HERNÁNDO ROMÁN SÁNCHEZ Y OTROS, contra AGREGADOS EL CAIRO S.A.S.
II. ANTECEDENTES
1. Mediante el auto confutado, se aprobó la liquidación de costas, a cargo del extremo demandante (fl. 886 cd. ppal. Tomo IV). 

2. Decisión que cuestionó la parte demandada, mediante reposición y en subsidio de apelación, en cuanto al valor fijado como agencias en derecho de primera instancia, para ser aumentado (fls. 887-893 íd).

Considera, se incurrió en un error involuntario en la fijación de las mismas, toda vez que el monto de $15.346.527, no guarda ninguna concordancia con los aspectos que el Consejo Superior de la Judicatura en los Acuerdos 1887 de 2003, 2222 de 2003, trae como carta de navegación. 
Explica, para esta clase de asuntos se ha puesto un techo del 20% sobre el valor de las pretensiones pecuniarias de la demanda y en segunda instancia hasta un 5% y en el presente asunto se fijó un porcentaje que no alcanza al 0.5% sobre el valor de las pretensiones, sin contar con el monto de los perjuicios morales. 

Pone de presente lo dispuesto en el artículo 365 #6, que dispone lo pertinente cuando fueren dos o más litigantes y que en el caso recaería sobre los dos demandantes cuyas costas en cabeza de cada uno quedaría en $10.230.618. 

3. Correspondió pronunciarse sobre el recurso de reposición al Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en virtud de la asignación del expediente dispuesto en el Acuerdo CSJRIA18-114 del 24-10-2018. 

Con proveído del 22 de abril último, no repuso. Para ello hizo un recuento de las normas que rigen el asunto y concluyó que la tasación estuvo conforme a las disposiciones legales y concedió la apelación propuesta (fl. 902-904 íd)
III. CONSIDERACIONES
1. El auto recurrido es apelable, por virtud del numeral 5. Artículo 366 del CGP.  Esta Corporación tiene competencia para conocer del recurso vertical, ya que es el superior funcional del juzgado que dictó la providencia confutada, además, ha sido debidamente sustentado por quien se considera afectado.
2. Las agencias en derecho corresponden a la retribución por el trabajo del abogado que ejercita el derecho de postulación para su poderdante. 
Desde la vigencia del Código de Procedimiento Civil,  criterio que hoy se mantiene, se estableció que la valoración para la fijación de las agencias en derecho, le compete al juzgador, bajo los lineamientos de las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura.
En tal dirección, la Sala Administrativa de dicha entidad, indica en su Acuerdo 1887 de 2003 las tarifas a aplicarse y como criterios señala, artículo 3º ”El funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en este acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones.” Subrayas propias. 
Acuerdo modificado por el No. 2222 de 2003, sobre la fijación de agencias en derecho, a su vez derogado expresamente por el Acuerdo 10554 del 05 de agosto de 2016 –art. 6º-, no obstante, en su canon 7º estableció que se aplicará respecto de los procesos iniciados a partir de dicha fecha. De tal manera, se tiene que el asunto puntual se rige por los aludidos Acuerdos del año 2003, amén que su iniciación se dio en el año 2014.
3. Incumbe al Tribunal determinar si en verdad la suma de $15.346.527.oo, señalada como agencias en derecho de primera instancia, atiende los parámetros previstos en el precitado Acuerdo, o si por el contrario, hay lugar a modificarlas.

El numeral 1.1 del artículo 6º del Acuerdo 2222 de 2003, permite al operador judicial unas pautas, y en el caso de procesos ordinarios, en la primera instancia fija: “Hasta el veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia. Si esta, además, reconoce o niega obligaciones de hacer, se incrementará hasta cinco (5) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto”, siendo menester partir de los factores ya indicados,  pero no a largo de toda la cruzada procesal, sino de la primera instancia, de modo que deben conjugarse para que las agencias en derecho sea una razonable compensación económica por la gestión profesional realizada, que descarta excesos o defectos repugnantes a los principios de justicia y equidad.  
También debiendo atender lo señalado en la norma transcrita – art. 3 Acuerdo 187-2003-, que entre los criterios para determinar las agencias en derecho, en relación con la cuantía de las pretensiones, cuando la aplicación de las tarifas del Consejo Superior de la Judicatura, debe ser en porcentaje, deberá hacerse en forma “inversamente proporcional”, significando, como lo explico recientemente el Consejo de Estado, aunque no es Tribunal de cierre de esta especialidad, constituye criterio auxiliar
 “que a mayor valor de la pretensión se debe reducir el porcentaje de la tarifa aplicable, lo cual tiene su razón de ser en el valor absoluto de la gestión, puesto que, en cierta medida, la gestión del apoderado no se incrementa por razón de la cuantía, o desde otra perspectiva, hay una gestión mínima que debe cumplirse, con independencia de lo pequeña que sea la cuantía.”

4. De una revisión del plenario, se tiene que si inició demanda tendiente a declarar civilmente responsable a Agregados El Cairo S.A.S. de los perjuicios ocasionados a los demandantes y en consecuencia al pago de $3.069.305.422 (fl. 505 Cd Tomo III.). Notificada la demandada, ejerció su derecho de defensa mediante apoderado judicial; no formuló medios exceptivos (fl. 724 - 752 Cd. tomo IV),  se llevaron a cabo las audiencias del que trata el artículo 101 del CPC  y 373 del CGP (fl. 859 – 873  ídem), con la asistencia del mandatario judicial y en esta última, se dictó sentencia negando las pretensiones por falta de legitimación por activa, que hubo de ser recurrida por ese extremo (fl. 582 ídem).  
De ahí, se sabe que naturaleza del asunto no es de escasa complejidad, pero no se puede obviar que el que nos ocupa no suscitó amplia controversia, se vio reducido en sus herramientas defensivas, a más que el fundamento para denegar las pretensiones no fue como consecuencia de algún medio exceptivo.  
5. En cuanto a la duración del trámite en primera instancia, que va desde julio de 2014 y culminó en septiembre de 2017, lapso que no se puede desconocer resulta extenso y durante el cual el contradictor tuvo que examinar y controlar sus incidencias en esa sede, a la espera de las resultas del proceso, y como lo ha expresado el Alto Tribunal de esta especialidad, “labor esta que, itérase, no se manifiesta en actos procesales concretos, pero sí justifica su remuneración (…), esto es, que se pone de manifiesto de modo no objetable que no solo las intervenciones específicas del abogado sino la simple gestión de cuidado y vigilancia durante más de un año como acá ocurrió sirve de basamento y apoyo a la remuneración que se ha reconocido (…)”
 

6. Ahora, se sabe que las pretensiones, se tasaron en $3.069.305.422 y que el a quo para los fines de retribuir a la parte vencedora, fijó como agencias en derecho la suma de $15.346.527,oo, monto que si bien se encuentra dentro del límite del 20% previsto en los citados Acuerdos 1887 y 2222/ 2003, pues alcanza aproximadamente el 0.5%, lo cierto es que, teniendo en cuenta que el trámite tuvo una extensa duración, lo cual implicó atención constante al asunto, tal tasación no resulta ajustada a lo que bien pudiera sumirse como una equitativa retribución por la gestión litigiosa que adelantó el demandado durante la instancia inicial, por lo que el reproche de la parte demandada se advierte próspero. 
Y es que aplicadas las tarifas en forma inversamente proporcional al valor de las pretensiones, la suma de $15.346.527.oo no alcanza a ser suficiente para retribuir las circunstancias concretas del asunto de la referencia; por demás que, no puede olvidarse que las agencias en derecho son una justa compensación del perjuicio causado a quien contra su voluntad se vio compelido a afrontar o a promover un proceso a fin de defender sus intereses, luego, no puede concebirse como un enriquecimiento injustificado al lado de quien resultó victorioso, por lo que a juicio del esta Magistratura, se fijará aproximadamente el 1% de las cantidades reclamadas en el escrito de demanda, que corresponde a $30.693.054.
 
7. En cuanto a la fijación de porcentajes o montos a favor de cada uno de los demandantes, se tiene que de conformidad con el ordinal 7º del canon 365 del CGP, efectivamente cuando el extremo beneficiado con las costas está conformado por un número plural de litigantes, es necesario efectuar una liquidación separada para cada uno de ellos, siempre que se tenga la constancia de los gastos que cada uno de ellos hubiere asumido, lo que no ocurre en el caso presente.  En efecto, al verificarse el expediente no se observa cuál de los demandantes fue el encargado de pagar cada gasto en que se pudo incurrir en el trasegar el litigio, indeterminación que forzosamente implica que la liquidación deba efectuarse de manera unitaria o global como lo realizó el despacho a-quo. Lo anterior, necesariamente implica que las agencias deben distribuirse en partes iguales frente a todos los demandantes.
8. Así las cosas, como las argumentaciones soporte de este recurso vertical hallan acogida, se revocará el proveído deprecado y en vista de que no se acreditó que la parte demandada haya asumido expensa alguna para su trámite, la liquidación de costas procesales solo será integrada por las agencias en derecho de primera instancia $30.693.054 y de segunda instancia $3.000.000, para un total de $33.693.054, sobre la que se impartirá su aprobación. Sin costas a la parte opugnante ante la prosperidad del recurso. 

IV. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria Civil Familia de Decisión, RESUELVE: 
Primero: REVOCAR el auto impugnado. 

Segundo: APROBAR las agencias en derecho de primera instancia en la suma de $30.693.054. 

Tercero: APROBAR la liquidación de costas procesales en la suma de $33.693.054. 

Ejecutoriada esta providencia, vuelva el expediente al Juzgado de origen.
Notifíquese,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Magistrado
� SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN A. C. P: VELÁSQUEZ RICO Martha Nubia,  Bogotá, D.C 19-03-2019, Radicación 05001-23-33-000-2016-00003-01(62801).


� CSJ- Sala Casación Civil, Sentencia 4 abril de 2013. Exp. 110010203000-2006-00492-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.
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